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CONTROL DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD

282/000216 (CD)
574/000150 (S)

Se ordena la publicación en la Sección Cortes Generales del BOCG, del acuerdo adoptado por la 
Comisión Mixta para la Unión Europea, en su sesión del día 17 de julio de 2013, de aprobar el Informe 
35/2013 de la Comisión Mixta para la Unión Europea sobre la aplicación del principio de subsidiariedad 
por la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la restitución de bienes 
culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro (Refundición) (Texto 
pertinente a efectos del EEE) [COM (2013) 311 final] [2013/0162 (COD)] [SWD (2013) 188 final] [SWD 
(2013) 189 final].

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de julio de 2013.—P.D. El Letrado Mayor de las Cortes 
Generales, Manuel Alba Navarro.

INFORME 35/2013 DE LA COMISIÓN MIXTA PARA LA UNIÓN EUROPEA, DE 17 DE JULIO DE 2013, 
SOBRE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD POR LA PROPUESTA DE DIRECTIVA 
DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO RELATIVA A LA RESTITUCIÓN DE BIENES 
CULTURALES QUE HAYAN SALIDO DE FORMA ILEGAL DEL TERRITORIO DE UN ESTADO MIEMBRO 
(REFUNDICIÓN) (TEXTO PERTINENTE A EFECTOS DEL EEE) [COM (2013) 311 FINAL] [2013/0162 

(COD)] [SWD (2013) 188 FINAL] [SWD (2013) 189 FINAL]

ANTECEDENTES

A.  El Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, anejo al 
Tratado de Lisboa de 2007, en vigor desde el 1 de diciembre de 2009, ha establecido un procedimiento de 
control por los Parlamentos nacionales del cumplimiento del principio de subsidiariedad por las iniciativas 
legislativas europeas. Dicho Protocolo ha sido desarrollado en España por la Ley 24/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de la Ley 8/1994, de 19 de mayo. En particular, los nuevos artículos 3 j), 5 y 6 
de la Ley 8/1994 constituyen el fundamento jurídico de este informe.

B.  La Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la restitución de 
bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro (Refundición), ha 
sido aprobada por la Comisión Europea y remitida a los Parlamentos nacionales, los cuales disponen de 
un plazo de ocho semanas para verificar el control de subsidiariedad de la iniciativa, plazo que concluye 
el 26 de julio de 2013.

C.  La Mesa y los Portavoces de la Comisión Mixta para la Unión Europea, el 26 de junio de 2013, 
adoptaron el acuerdo de proceder a realizar el examen de la iniciativa legislativa europea indicada, 
designando como ponente a la Senadora D.ª Carlota Ripoll Juan, y solicitando al Gobierno el informe 
previsto en el artículo 3 j) de la Ley 8/1994.

D.  Se ha recibido informe del Gobierno. De acuerdo con el mismo, la iniciativa es conforme con el 
principio de subsidiariedad. La única duda, que se estima que será disipada a largo de la discusión del 
texto en las diferentes reuniones del Comité de Asuntos Culturales, está relacionada con el art. 9 que 
afecta al poder judicial de cada Estado miembro, cuyo tenor introduce elementos que pudieran restringir 
la capacidad interpretativa de los órganos del Poder Judicial, ya que se sustituye la expresión «… que 
considere equitativa —la indemnización— por «equitativa». Asimismo, define los elementos que perfilan 
el concepto de Diligencia debida, en lo que se refiere a la adquisición del bien; lo que podría considerarse 
excesivo.

E.  La Comisión Mixta para la Unión Europea, en su reunión celebrada el 17 de julio de 2013, aprobó 
el presente

INFORME

1.  El artículo 5.1 del Tratado de la Unión Europea señala que «el ejercicio de las competencias de la 
Unión se rige por los principios de subsidiariedad y proporcionalidad». De acuerdo con el artículo 5.3 del 
mismo Tratado, «en virtud del principio de subsidiariedad la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en cv
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la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente 
por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, 
debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión».

2.  La propuesta legislativa analizada se basa en el artículo 114 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, que establece lo siguiente:

1.  Salvo que los Tratados dispongan otra cosa, se aplicarán las disposiciones siguientes para la 
consecución de los objetivos enunciados en el artículo 26. El Parlamento Europeo y el Consejo, con 
arreglo al procedimiento legislativo ordinario y previa consulta al Comité Económico y Social, adoptarán 
las medidas relativas a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros que tengan por objeto el establecimiento y el funcionamiento del mercado interior.

2.  El apartado 1 no se aplicará a las disposiciones fiscales, a las disposiciones relativas a la libre 
circulación de personas ni a las relativas a los derechos e intereses de los trabajadores por cuenta ajena.

3.  La Comisión, en sus propuestas previstas en el apartado 1 referentes a la aproximación de las 
legislaciones en materia de salud, seguridad, protección del medio ambiente y protección de los 
consumidores, se basará en un nivel de protección elevado, teniendo en cuenta especialmente cualquier 
novedad basada en hechos científicos. En el marco de sus respectivas competencias, el Parlamento 
Europeo y el Consejo procurarán también alcanzar ese objetivo.

4.  Si, tras la adopción por el Parlamento Europeo y el Consejo, por el Consejo o por la Comisión de 
una medida de armonización, un Estado miembro estimare necesario mantener disposiciones nacionales, 
justificadas por alguna de las razones importantes contempladas en el artículo 36 o relacionadas con la 
protección del medio de trabajo o del medio ambiente, dicho Estado miembro notificará a la Comisión 
dichas disposiciones así como los motivos de su mantenimiento.

5.  Asimismo, sin perjuicio del apartado 4, si tras la adopción de una medida de armonización por el 
Parlamento Europeo y el Consejo, por el Consejo o por la Comisión, un Estado miembro estimara necesario 
establecer nuevas disposiciones nacionales basadas en novedades científicas relativas a la protección 
del medio de trabajo o del medio ambiente y justificadas por un problema específico de dicho Estado 
miembro surgido con posterioridad a la adopción de la medida de armonización, notificará a la Comisión 
las disposiciones previstas así como los motivos de su adopción.

6.  La Comisión aprobará o rechazará, en un plazo de seis meses a partir de las notificaciones a que 
se refieren los apartados 4 y 5, las disposiciones nacionales mencionadas, después de haber comprobado 
si se trata o no de un medio de discriminación arbitraria o de una restricción encubierta del comercio entre 
Estados miembros y si constituyen o no un obstáculo para el funcionamiento del mercado interior.

Si la Comisión no se hubiera pronunciado en el citado plazo, las disposiciones nacionales a que se 
refieren los apartados 4 y 5 se considerarán aprobadas.

Cuando esté justificado por la complejidad del asunto y no haya riesgos para la salud humana, la 
Comisión podrá notificar al Estado miembro afectado que el plazo mencionado en este apartado se amplía 
por un período adicional de hasta seis meses.

7.  Cuando, de conformidad con el apartado 6, se autorice a un Estado miembro a mantener o 
establecer disposiciones nacionales que se aparten de una medida de armonización, la Comisión estudiará 
inmediatamente la posibilidad de proponer una adaptación a dicha medida.

8.  Cuando un Estado miembro plantee un problema concreto relacionado con la salud pública en un 
ámbito que haya sido objeto de medidas de armonización previas, deberá informar de ello a la Comisión, 
la cual examinará inmediatamente la conveniencia de proponer al Consejo las medidas adecuadas.

9.  Como excepción al procedimiento previsto en los artículos 258 y 259, la Comisión y cualquier 
Estado miembro podrá recurrir directamente al Tribunal de Justicia de la Unión Europea si considera que 
otro Estado miembro abusa de las facultades previstas en el presente artículo.

10.  Las medidas de armonización anteriormente mencionadas incluirán, en los casos apropiados, 
una cláusula de salvaguardia que autorice a los Estados miembros a adoptar, por uno o varios de los 
motivos no económicos indicados en el artículo 36, medidas provisionales sometidas a un procedimiento 
de control de la Unión.

3.  En el sentido del artículo 36 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, dentro de los 
bienes culturales, aquellos que en virtud de la legislación o los procedimientos administrativos nacionales 
constituyen el patrimonio artístico, histórico o arqueológico nacional (el patrimonio nacional), son bienes 
de gran interés que es preciso conservar para las generaciones futuras.
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4.  El mercado interior implica un espacio sin fronteras interiores en el que la libre circulación de las 
mercancías queda garantizada conforme a las disposiciones del TFUE. Sus disposiciones no son obstáculo 
para las prohibiciones o restricciones justificadas por razones de protección del patrimonio artístico, 
histórico o arqueológico nacional, en el sentido del artículo 36 del TFUE.

5.  Las evaluaciones de la Directiva 93/7/CEE, modificada por la Directiva 96/100/CE y por la Directiva 
2001/38/CE, ponen de manifiesto que el sistema existente presenta una eficacia limitada para obtener la 
restitución de determinados bienes culturales clasificados como patrimonio nacional.

6.  Así, la propuesta refunde la Directiva 93/7/CEE, modificada por la Directiva 96/100/CE y por la 
Directiva 2001/38/CE, derogándolas, y simplifica la legislación de la Unión a la par que refuerza la 
protección de los bienes culturales, permitiendo a las autoridades nacionales solicitar la restitución de un 
bien cultural perteneciente al patrimonio nacional que haya salido de forma ilegal del territorio desde 1993, 
mientras que el Reglamento (UE) n.º 1215/2012, reconoce al propietario el derecho a solicitar la recuperación 
de un bien cultural ante los tribunales del Estado miembro en cuyo territorio se encuentra el bien.

7.  La refundición anteriormente mencionada tiene el objetivo de hacer posible que los Estados 
miembros obtengan la restitución de todo bien cultural perteneciente al patrimonio. Esta refundición 
persigue, igualmente, una simplificación de la legislación de la Unión en este ámbito.

8.  Así, la modificación de las disposiciones de la Directiva 93/7/CEE tiene por objeto: ampliar su 
alcance a todos los bienes culturales clasificados como patrimonio nacional en el sentido del artículo 36 
del Tratado; prever la utilización del IMI para la realización de las acciones de cooperación administrativa 
y el intercambio de información entre las autoridades centrales; prolongar el plazo para que las autoridades 
del Estado miembro requirente puedan verificar la naturaleza del bien cultural hallado en otro Estado 
miembro; prolongar el plazo para ejercer la acción de restitución; indicar qué autoridad del Estado miembro 
requirente activa el plazo para la acción de restitución; precisar que el poseedor tiene la carga de la 
prueba de la diligencia debida en el momento de la adquisición del bien cultural; definir criterios comunes 
para interpretar el concepto de «diligencia debida» y prolongar el plazo para los informes de aplicación y 
evaluación de la Directiva.

9.  Las repercusiones presupuestarias se atienen al Marco Financiero Plurianual, no prevé la 
cofinanciación por terceros y no tiene incidencia financiera en los ingresos.

10.  De conformidad con el principio de proporcionalidad, las modificaciones propuestas no exceden 
de lo necesario para conseguir los objetivos propuestos.

A su vez, respecto al principio de subsidiariedad, cabe decir que el mercado interior es competencia 
compartida de la Unión con los Estados miembros, por lo que se aplica dicho principio.

Dado que la actualización individual de los Estados miembros en materia de restitución puede verse 
obstaculizada por diferencias entre las normas nacionales, la creación del mercado interior se acompañó 
con la adopción de la Directiva 93/7/CEE ya que, sería muy difícil para un Estado miembro obtener la 
restitución de un bien cultural perteneciente al patrimonio nacional que haya salido de forma ilegal sin un 
procedimiento común aplicable en el Estado miembro en el que se encuentra el bien. Así, el poseedor de 
un bien a sabiendas de que salió ilegalmente podría establecerse en un Estado miembro sin temor a 
perderlo.

Por ello, la dimensión transfronteriza de la salida ilegal de los bienes culturales hace que la Unión sea 
la parte mejor situada para actuar a este respecto. Sin embargo, la Unión no es competente para definir 
el patrimonio nacional ni determinar qué tribunales nacionales son competentes para conocer de la acción 
de restitución que pueda interponer el Estado miembro requirente contra el poseedor o el tenedor de un 
bien cultural perteneciente a su patrimonio nacional que haya salido de forma ilegal del territorio del 
Estado miembro. En estos aspectos se recurre a la subsidiariedad ya que son competencia de los Estados 
miembros.

CONCLUSIÓN

Por los motivos expuestos, la Comisión Mixta para la Unión Europea entiende que la Propuesta de 
Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la restitución de bienes culturales que hayan 
salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro (Refundición), es conforme al principio de 
subsidiariedad establecido en el vigente Tratado de la Unión Europea.
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282/000217 (CD)
574/000149 (S)

Se ordena la publicación en la Sección Cortes Generales del BOCG, del acuerdo adoptado por la 
Comisión Mixta para la Unión Europea, en su sesión del día 17 de julio de 2013, de aprobar el Informe 
36/2013 de la Comisión Mixta para la Unión Europea sobre la aplicación del principio de subsidiariedad 
por la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a unas orientaciones 
para las redes transeuropeas de telecomunicaciones y por el que se deroga la Decisión n.º 1336/97/CE 
[COM (2013) 329 final] [2011/0299 (COD)].

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de julio de 2013.—P.D. El Letrado Mayor de las Cortes 
Generales, Manuel Alba Navarro.

INFORME 36/2013 DE LA COMISIÓN MIXTA PARA LA UNIÓN EUROPEA, DE 17 DE JULIO DE 2013, 
SOBRE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD POR LA PROPUESTA DE 
REGLAMENTO DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO RELATIVO A UNAS ORIENTACIONES 
PARA LAS REDES TRANSEUROPEAS DE TELECOMUNICACIONES Y POR EL QUE SE DEROGA LA 

DECISIÓN N.º 1336/97/CE [COM (2013) 329 FINAL] [2011/0299 (COD)]

ANTECEDENTES

A.  El Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, anejo al 
Tratado de Lisboa de 2007, en vigor desde el 1 de diciembre de 2009, ha establecido un procedimiento de 
control por los Parlamentos nacionales del cumplimiento del principio de subsidiariedad por las iniciativas 
legislativas europeas. Dicho Protocolo ha sido desarrollado en España por la Ley 24/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de la Ley 8/1994, de 19 de mayo. En particular, los nuevos artículos 3 j), 5 y 6 
de la Ley 8/1994 constituyen el fundamento jurídico de este informe.

B.  La Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a unas orientaciones 
para las redes transeuropeas de telecomunicaciones y por el que se deroga la Decisión n.º 1336/97/CE, 
ha sido aprobada por la Comisión Europea y remitida a los Parlamentos nacionales, los cuales disponían 
de un plazo de ocho semanas para verificar el control de subsidiariedad de la iniciativa, plazo que concluía 
el 29 de julio de 2013.

C.  La Mesa y los Portavoces de la Comisión Mixta para la Unión Europea, en su reunión de 26 de 
junio de 2013, adoptaron el acuerdo de proceder a realizar el examen de la iniciativa legislativa europea 
indicada, designando como ponente al Diputado D. Rubén Moreno Palanques, y solicitando al Gobierno 
el informe previsto en el artículo 3 j) de la Ley 8/1994.

D.  Se ha recibido informe del Gobierno. Éste indica que la propuesta se ajusta al principio de 
subsidiariedad al establecer el desarrollo coordinado de infraestructuras de servicios digitales y de redes 
europeas de telecomunicaciones que permitan el despliegue de las infraestructuras de banda ancha y la 
promoción de servicios a nivel de la Unión, lo que imposibilita que los Estados miembros pueden adoptarlas 
a título individual.

Se han recibido también escritos del Parlamento de Cantabria, del Parlamento de La Rioja, del 
Parlamento de Galicia, de las Cortes de Aragón y del Parlamento de Cataluña, comunicando la no emisión 
de dictamen motivado, la toma de conocimiento o el archivo del expediente.

E.  La Comisión Mixta para la Unión Europea, en su reunión celebrada el 17 de julio de 2013, aprobó 
el presente

INFORME

1.  El artículo 5.1 del Tratado de la Unión Europea (TUE) señala que «el ejercicio de las competencias 
de la Unión se rige por los principios de subsidiariedad y proporcionalidad». De acuerdo con el artículo 5.3 
del mismo Tratado, «en virtud del principio de subsidiariedad la Unión intervendrá sólo en caso de que, y 
en la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente 
por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, 
debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión».
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2.  El Reglamento propuesto derogará y sustituirá la Decisión n.° 1336/97/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 17 de junio de 1997, relativa a un conjunto de orientaciones para las redes transeuropeas 
de telecomunicaciones. La intervención propuesta se efectuará en virtud del artículo 172 del TFUE, que 
brinda una base jurídica para la intervención de la UE en apoyo del establecimiento y el desarrollo de las 
redes transeuropeas en los sectores de las infraestructuras de transporte, telecomunicaciones y energía.

3.  La presente iniciativa se enmarca en la estrategia Europa 2020 para un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, que sitúa las infraestructuras digitales en primera línea, dentro de la iniciativa 
emblemática «Una Agenda Digital para Europa». La Agenda Digital pretende, entre otras cosas, desplegar 
servicios públicos en línea transfronterizos a fin de facilitar la movilidad de las empresas y los ciudadanos. 
En particular, la interoperabilidad de los servicios públicos es necesaria cuando la legislación y las 
iniciativas del mercado único (tales como la Directiva de servicios o el plan de acción sobre contratación 
electrónica) se basan en la posibilidad de que las empresas interactúen y hagan negocios con las 
administraciones públicas por vía electrónica y a través de las fronteras. La Agenda Digital subraya 
además la necesidad de garantizar el despliegue y la adopción de la banda ancha para todos, así como 
de facilitar la inversión en las nuevas redes ultrarrápidas de internet, abiertas y competitivas, que 
constituyen las arterias de la economía moderna. La Unión Europea se ha fijado unas metas ambiciosas 
en términos de despliegue y adopción de la banda ancha de aquí a 2020.

El 29 de junio de 2011, la Comisión adoptó la Comunicación «Un presupuesto para Europa 2020» 
relativa al próximo Marco Financiero Plurianual (MFP) (2014-2020), que proponía la creación del 
Mecanismo «Conectar Europa» (MCE) para promover la realización de las infraestructuras prioritarias 
digitales, de energía y de transporte con un fondo único de 40.000 millones EUR, de los cuales la Comisión 
propuso que 9.200 millones estuvieran dedicados a las redes y servicios digitales.

Sin embargo, el 8 de febrero de 2013, el Consejo Europeo adoptó unas conclusiones sobre un nuevo 
MFP que fijó el presupuesto del «MCE digital» en 1.000 millones EUR. Sobre esta base, la Comisión 
propone ahora modificar su propuesta de Reglamento relativo a unas orientaciones para las redes 
transeuropeas de telecomunicaciones.

4.  En consecuencia, la propuesta modificada tiene en cuenta, en la medida de lo posible, las 
posiciones más recientes del Consejo y de la Comisión del Parlamento Europeo competente. Intenta así 
concentrar la intervención del MCE en un número más reducido de infraestructuras de servicios digitales, 
basándose en un estricto conjunto de criterios de priorización, y una contribución limitada a la banda 
ancha a través de instrumentos financieros, con el fin de movilizar tanto la inversión privada como la 
inversión pública procedente de fuentes distintas del MCE. A pesar de su escaso aporte financiero por lo 
que respecta a la banda ancha, la propuesta establece un marco que permitirá una mayor contribución de 
las empresas y agentes institucionales, tales como el Banco Europeo de Inversiones.

5.  El objetivo del presente Reglamento es establecer un conjunto de orientaciones que cubran los 
objetivos y prioridades previstas para las redes de banda ancha y las infraestructuras de servicios digitales 
en el campo de las telecomunicaciones en el contexto del MCE.

Estas orientaciones enuncian en el anexo unos proyectos de interés común para el despliegue de 
infraestructuras de servicios digitales y redes de banda ancha, que contribuirán a mejorar la competitividad 
de la economía europea, incluidas las pequeñas y medianas empresas (PYME), promoverán la 
interconexión y la interoperabilidad de las redes nacionales, regionales y locales, además del acceso a 
dichas redes, y favorecerán el desarrollo de un mercado único digital.

6.  En relación con las infraestructuras de servicios digitales, los cuellos de botella en cuanto a 
despliegue de servicios dentro de marcos interoperables se abordarán mediante regímenes de contratación 
y subvenciones directas, principalmente con financiación plena de las plataformas a nivel de la Unión 
Europea, al no haber propietarios naturales de una infraestructura europea de servicios interoperables. 
Ciertamente, ni los Estados miembros individualmente, ni los inversores privados garantizarían el 
despliegue de servicios transfronterizos, por lo que el valor añadido de la Unión Europea es elevado.

7.  En cuanto a las redes de banda ancha, el importe de los recursos disponibles en virtud del presente 
Reglamento será escaso. Aun cuando el fundamento de la ayuda financiera pública en ámbitos en los que 
la inversión privada es insuficiente siga siendo válido, la ayuda pública deberá proceder principalmente de 
fuentes distintas del MCE, en particular de fuentes nacionales y de los Fondos Estructurales y de Inversión 
Europeos, donde es probable que las tecnologías de la información y la comunicación se incluyan entre 
los objetivos temáticos cubiertos por los requisitos de concentración de la prioridad temática.
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No obstante, dada la importancia clave de las redes de banda ancha para el crecimiento y el empleo, 
y a la vista de los retos, tanto financieros como técnicos, relacionados con la inversión pública en el sector, 
el Reglamento prevé una intervención capacitadora limitada. El MCE financiará una pequeña contribución 
a la creación de instrumentos financieros en la Unión Europea, en particular en cooperación con el Banco 
Europeo de Inversiones, con potencial para facilitar el uso eficiente de otros recursos tanto públicos como 
privados. Por lo tanto, el MCE solo podrá financiar un número limitado de proyectos de banda ancha por 
sí mismo, pero facilitará la asignación eficiente de, por ejemplo, Fondos Estructurales y de Inversión 
Europeos (ESIF), al permitir que las autoridades de gestión aporten una contribución procedente de los 
programas operativos. Dichas contribuciones se reservarán para su uso en el Estado miembro o la región 
de que se trate y podrían aportar masa crítica y economías de escala en la realización de los proyectos. 
Al establecer un marco que permite una mayor contribución de las empresas y los agentes institucionales, 
la propuesta intenta multiplicar el nivel de la contribución a los proyectos de interés común de banda 
ancha muy por encima de la financiación aportada en virtud del Reglamento.

8.  La presente modificación de la propuesta de la Comisión está vinculada con la propuesta de 
Reglamento, actualmente en trámite legislativo, por el que se crea el MCE, que servirá de marco legislativo 
y financiero, es decir, que determinara las condiciones, métodos y procedimientos para facilitar la ayuda 
financiera de la Unión a las redes transeuropeas en los sectores del transporte, la energía y las 
telecomunicaciones.

Las acciones que contribuyan a los proyectos de interés común podrán acogerse al apoyo financiero 
de la UE con arreglo a los instrumentos disponibles en virtud del Reglamento por el que se crea el MCE. 
Por consiguiente, la presente propuesta debe contemplarse en relación con la correspondiente a ese 
Reglamento.

Los cambios necesarios no afectarán a los elementos horizontales del Reglamento MCE, aparte de 
indicar que el Reglamento es pertinente para el EEE con el fin de permitir la participación de los países 
del EEE.

9.  El desarrollo coordinado de redes europeas de telecomunicaciones que permitan el despliegue de 
las infraestructuras de banda ancha y la promoción de servicios dentro del mercado único europeo, así 
como la cohesión económica, social y territorial, exige que se tomen medidas a nivel de la Unión, ya que 
los Estados miembros no pueden adoptarlas a título individual.

10.  La propuesta respeta el principio de proporcionalidad y permanece dentro del ámbito del sector 
de las redes transeuropeas de telecomunicaciones, según se define en el artículo 170 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.

11.  Las actuales orientaciones sobre telecomunicaciones habían sido propuestas y adoptadas en 
forma de Decisión del Parlamento Europeo y del Consejo dirigida específicamente a los Estados 
miembros, por lo que resultaban vinculantes en su integridad para todos ellos. Sin embargo, en esta 
propuesta se ha optado por el Reglamento como instrumento jurídico para facilitar, en particular, el 
despliegue de la infraestructura de telecomunicaciones y la promoción de los servicios por entidades 
privadas (entre ellos operadores, empresas de servicio público, fabricantes de equipos, etc.) y autoridades 
regionales y locales, de modo que se garantice que las orientaciones sean vinculantes para todas las 
partes participantes junto a los Estados miembros, en la planificación, desarrollo y explotación de las 
redes de telecomunicación digital.

CONCLUSIÓN

Por los motivos expuestos, la Comisión Mixta para la Unión Europea entiende que la Propuesta de 
Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a unas orientaciones para las redes 
transeuropeas de telecomunicaciones y por el que se deroga la Decisión n.º 1336/97/CE, es conforme al 
principio de subsidiariedad establecido en el vigente Tratado de la Unión Europea.
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282/000218 (CD)
574/000153 (S)

Se ordena la publicación en la Sección Cortes Generales del BOCG, del acuerdo adoptado por la 
Comisión Mixta para la Unión Europea, en su sesión del día 17 de julio de 2013, de aprobar el Dictamen 
motivado 7/2013 de la Comisión Mixta para la Unión Europea que expone las razones por las que considera 
que la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se crea un marco 
sobre el acceso al mercado de los servicios portuarios y la transparencia financiera de los puertos (Texto 
pertinente a efectos del EEE) [COM (2013) 296 final] [2013/0157 (COD)] [SWD (2013) 181 final] [SWD 
(2013) 182 final] [SWD (2013) 183 final], no se ajusta al principio de subsidiariedad.

Dicho Dictamen motivado se ha emitido en aplicación de lo dispuesto en los Protocolos números 1 y 2 
del Tratado de Lisboa, así como dentro del marco del diálogo político entre los Parlamentos nacionales y 
las instituciones europeas, y se ha dado traslado del mismo a los Presidentes del Parlamento Europeo, 
del Consejo de la Unión Europea y de la Comisión Europea.

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de julio de 2013.—P.D. El Letrado Mayor de las Cortes 
Generales, Manuel Alba Navarro.

DICTAMEN MOTIVADO 7/2013 DE LA COMISIÓN MIXTA PARA LA UNIÓN EUROPEA, DE 17 DE JULIO 
DE 2013, SOBRE LA VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD POR LA PROPUESTA DE 
REGLAMENTO DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO POR EL QUE SE CREA UN MARCO 
SOBRE EL ACCESO AL MERCADO DE LOS SERVICIOS PORTUARIOS Y LA TRANSPARENCIA 
FINANCIERA DE LOS PUERTOS (TEXTO PERTINENTE A EFECTOS DEL EEE) [COM (2013) 296 
FINAL] [2013/0157 (COD)] [SWD (2013) 181 FINAL] [SWD (2013) 182 FINAL] [SWD (2013) 183 FINAL]

ANTECEDENTES

A.  El Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, anejo al 
Tratado de Lisboa de 2007, en vigor desde el 1 de diciembre de 2009, ha establecido un procedimiento de 
control por los Parlamentos nacionales del cumplimiento del principio de subsidiariedad por las iniciativas 
legislativas europeas. Dicho Protocolo ha sido desarrollado en España por la Ley 24/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de la Ley 8/1994, de 19 de mayo. En particular, los nuevos artículos 3 j), 5 y 6 
de la Ley 8/1994 constituyen el fundamento jurídico de este Dictamen motivado.

B.  La Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se crea un marco 
sobre el acceso al mercado de los servicios portuarios y la transparencia financiera de los puertos, ha 
sido aprobada por la Comisión Europea y remitida a los Parlamentos nacionales, los cuales disponen de 
un plazo de ocho semanas para verificar el control de subsidiariedad de la iniciativa, plazo que concluye 
el 30 de julio de 2013.

C.  La Mesa y los Portavoces de la Comisión Mixta para la Unión Europea, el 26 de junio de 2013, 
adoptaron el acuerdo de proceder a realizar el examen de la iniciativa legislativa europea indicada, 
designando como ponente al Diputado D. José Segura Clavell, y solicitando al Gobierno el informe previsto 
en el artículo 3 j) de la Ley 8/1994.

D.  Se ha recibido informe del Gobierno. De acuerdo con el mismo, la iniciativa vulnera el principio de 
subsidiariedad. La Propuesta de Reglamento tiene un alcance tan amplio y general que transciende 
significativamente el principio de subsidiariedad y por tanto lo vulnera; no justifica ni circunstancia la 
necesidad de intervención de la Unión Europea en ámbitos en los que los Estados miembros disponen de 
regulaciones internas que resuelven adecuadamente cuestiones como el establecimiento de tasas por el 
uso de las infraestructuras portuarias. El principio de subsidiariedad establece que los Estados miembros 
y sus administraciones competentes deben estar habilitados para tener en cuenta consideraciones que 
respondan a especificidades locales, regionales o nacionales.

E.  La Comisión Mixta para la Unión Europea, en su reunión celebrada el 17 de julio de 2013, aprobó 
el presente.
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DICTAMEN MOTIVADO

El artículo 5.1 del Tratado de la Unión Europea señala que «el ejercicio de las competencias de la 
Unión se rige por los principios de subsidiariedad y proporcionalidad». De acuerdo con el artículo 5.3 del 
mismo Tratado, «en virtud del principio de subsidiariedad la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en 
la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente 
por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, 
debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión».

La propuesta legislativa analizada se basa en el artículo 100.2 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, que establece lo siguiente:

«2.  El Parlamento Europeo y el Consejo podrán establecer, con arreglo al procedimiento legislativo 
ordinario, disposiciones apropiadas para la navegación marítima y aérea. Se pronunciarán previa consulta 
al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones.»

I.  Objetivos, opciones políticas barajadas, acción propuesta y aspectos jurídicos de la propuesta de 
Reglamento.

I.1  Objetivos.

Europa constituye una de las regiones con mayor densidad portuaria del mundo. Al mismo tiempo, el 
sector portuario es muy heterogéneo y se caracteriza por una amplia diversidad en cuanto a tipos y 
organización. El presente Reglamento intenta respetar esa diversidad y no pretende imponer un modelo 
uniforme para los puertos que se han cifrado en más de 1.200 puertos marítimos comerciales por los que 
circularon más de 380 millones de pasajeros en el año 2011. Si bien la UE depende en gran medida de 
sus puertos para comerciar con el resto del mundo, estos también desempeñan un papel esencial en su 
propio mercado interior en el que destaca el transporte marítimo a corta distancia al representar el 60% 
de las toneladas que se transportan a través de los puertos de la UE. Sirva como dato referenciar que 
el 96% de la mercancía y el 93% de los pasajeros que pasan por los puertos de la Unión Europea lo hacen 
a través de los puertos marítimos identificados en la propuesta de Orientaciones para el desarrollo de la 
Red Transeuropea de Transporte (RTE-T) y en los que hay que poner de manifiesto que no en todos ellos 
se ofrece la misma calidad de servicio. De ahí el objetivo del presente Reglamento que no es otro que el 
de contribuir a lograr un funcionamiento de la RTE-T más eficiente, interconectado y sostenible mediante 
la creación de un marco que mejore el rendimiento de todos los puertos y les ayude a hacer frente a los 
cambios en los requisitos de transporte y la logística.

1.  La propuesta establece que «el objetivo es contribuir a establecer un funcionamiento de las RTE-T 
más eficiente, interconectado y sostenible mediante la creación de un marco que mejore el rendimiento de 
los puertos y les ayude a hacer frente a los cambios en los requisitos de transporte y logística». Indica 
también que los «puertos de las RTE-T deben ayudar al desarrollo del transporte marítimo de corta 
distancia como parte de las rutas intermodales».

2.  Se indica, asimismo, en la Exposición de Motivos que «se trata del resultado de una consulta 
intensa y pertinente con las partes interesadas que permitió centrar el Reglamento en medidas con un alto 
valor añadido de la UE». Las consultas con las partes interesadas, realizada por la DG MOVE, se han 
mantenido con:

—  Ministerios de Transportes (diálogo informal).
—  Asociaciones del sector portuario:

●  Autoridades portuarias (ESPO).
●  Operadores portuarios privados (FEPORT).
●  Puertos interiores (EFIP).
●  Armadores (ECSA).
●  Prácticos (EMPA).
●  Remolcadores (ETA).
●  Operadores de amarre (EBA).
●  Agentes y corredores navieros (ECASBA).
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●  Transportistas (ESC).
●  Dragadores (EuDA).
●  Operadores logísticos (CLECAT).

—  Sindicatos de trabajadores portuarios:

●  Consejo Internacional de Estibadores (IDC).
●  Sección de estibadores de la Federación Europea de Trabajadores del Transporte (ETF).

3.  Las principales conclusiones del proceso de consulta, realizada durante 2012 y 2013, son:

—  Necesidad de contar con unas condiciones equitativas en la competencia inter-portuaria e intra-
portuaria.

—  Necesidad de seguridad jurídica y de un entorno favorable a la actividad empresarial (eliminación 
de burocracia y cargas administrativas).

—  Necesidad de controlar las ayudas de estado a fin de evitar la competencia desleal entre los 
puertos en relación con la financiación pública de las infraestructuras portuarias.

—  Insatisfacción de los usuarios de servicios portuarios, las compañías marítimas y las empresas de 
importación y exportación sobre cómo se prestan en numerosos puertos los servicios portuarios, en 
cuanto a precio, calidad y carga administrativa.

—  Aunque el 30% de las autoridades portuarias europeas consideran que la situación actual no es 
satisfactoria, la mayoría se opone a la introducción de procedimientos de la UE que limiten la capacidad 
de las autoridades portuarias para conceder contratos y/o licencias a los operadores de servicios portuarios 
mediante adjudicaciones directas.

—  Los sindicatos de trabajadores portuarios se oponen radicalmente a las disposiciones de la UE que 
modifiquen los sistemas actuales sobre el trabajo portuario en determinados Estados miembros.

—  Los representantes de los servicios de practicaje argumentan que, al tratarse de un servicio que 
afecta a la seguridad, deben de excluirse de la presión competitiva.

—  Mayoritariamente consideran que el sistema portuario de la UE debe prepararse para superar 
retos tales como la falta de recursos de financiación, la competencia entre puertos en terceros países 
vecinos y otras regiones del mundo, la creación de valor añadido y de puestos de trabajo y hacer frente a 
los impactos ambientales.

4.  Teniendo en cuenta lo anterior, en la propuesta de Reglamento se propone la superación de dos 
grandes retos asociados a:

—  Las operaciones y servicios portuarios que están por debajo del nivel óptimo en algunos puertos 
de la RTE-T.

—  Los marcos de gobernanza portuaria que no son suficientemente atractivos para las inversiones en 
todos los puertos de la RTE-T.

En relación con el primer reto se identifican tres factores que impiden una organización óptima de los 
servicios portuarios:

●  Muchos servicios portuarios están sujetos a una presión competitiva escasa, debido a las 
restricciones para el acceso al mercado.

●  Aunque puedan estar justificados en determinadas situaciones, los derechos monopolistas u 
oligopolistas pueden dar lugar a abusos de posición dominante.

●  Los usuarios de servicios portuarios se enfrentan en algunos puertos a una carga administrativa 
excesiva.

En relación con el segundo reto se identifican dos factores que explican esta situación:

●  Inseguridad jurídica.
●  La necesidad de mejorar la planificación de las infraestructuras.

Se apuntan, además, dos factores adicionales:

●  Falta de claridad de las relaciones financieras entre las autoridades públicas, las autoridades 
portuarias y los proveedores de servicios portuarios.
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●  Insuficiente autonomía de los puertos para definir los cánones de infraestructura y la ausencia de 
transparencia en su relación con los costes.

5.  Visto los dos retos indicados, la propuesta de Reglamento indica en su Exposición de Motivos los 
cinco objetivos operativos siguientes:

1)  Aclarar y facilitar el acceso al mercado de los servicios portuarios.
2)  Impedir el abuso de posición dominante por parte de los proveedores de servicios portuarios 

designados.
3)  Mejorar la coordinación en los puertos con los transportistas, operadores logísticos y los 

cargadores.
4)  Lograr la transparencia de las relaciones financieras entre las autoridades públicas, las autoridades 

portuarias y los proveedores de servicios portuarios.
5)  Garantizar la fijación autónoma y transparente de cánones de infraestructura portuaria.

I.2  Opciones políticas barajadas.

1.  La Exposición de Motivos explica que se han analizado cuatro estrategias u opciones políticas 
que se denominan en la propuesta de Reglamento en la forma siguiente:

—  Paquete de medidas 1 (PP1): Transparencia.
—  Paquete de medidas 2 (PP2): Competencia regulada.
—  Paquete de medidas 2a (PP2a): Competencia regulada y autonomía portuaria.
—  Paquete de medidas 3 (PP3): Competencia plena y autonomía portuaria.

2.  El Paquete de medidas 1 (PP1): Transparencia se describe como una opción «blanda» 
caracterizada por:

—  Comunicación no vinculante para aclarar y facilitar el acceso al mercado de los servicios portuarios.
—  Disposiciones vinculantes en situaciones de monopolio u oligopolio a fin de que los servicios 

portuarios se sometan a una supervisión de precios en evitación de tarifas excesivas.
—  La financiación y la fijación de las tasas portuarias se dejan en manos de las autoridades 

competentes (Ministerios de Transportes en los puertos de titularidad estatal) siempre que apliquen 
normas de transparencia.

—  Un comité de usuarios del puerto garantiza la coordinación de los servicios dentro del puerto.

3.  El Paquete de medidas 2 (PP2): Competencia regulada introduce el principio de la libre prestación 
de servicios con arreglo a un régimen de acceso regulado al mercado y caracterizada por:

—  La libre prestación de servicio puede restringirse por falta de espacio en la zona portuaria o por 
obligaciones de servicio público (disponibilidad, accesibilidad, etc.).

—  En caso de restricción en la libre prestación de servicios la asignación se realizará conforme un 
procedimiento de licitación pública.

—  Los servicios en situación de monopolio u oligopolio estarán sometidos a un procedimiento de 
supervisión de precios.

—  Se deberán disponer cuentas separadas a fin de garantizar la transparencia de las relaciones 
financieras entre autoridades públicas, autoridades portuarias y proveedores de servicios portuarios.

—  Normativamente se deberán vincular la fijación de los cánones de infraestructuras portuarias a los 
gastos reales.

—  Un comité de usuarios del puerto favorece la coordinación de los servicios dentro del puerto.

4.  El Paquete de medidas 2a (PP2a): Competencia regulada y autonomía portuaria coincide con el 
Paquete de Medidas 2 (PP2): Competencia regulada, con las siguientes diferencias:

—  Necesidad de licitación, no solo en los nuevos contratos cuando se restringe la libre prestación de 
servicios, sino en caso de cambios sustanciales en los contratos existentes.

—  Se incrementa la autonomía de los puertos: en las tasas de las infraestructuras, cada puerto tiene 
derecho a fijar por sí mismo la estructura y nivel de las tasas portuarias, siempre que sea transparente.
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5.  El Paquete de medidas 3 (PP3): Competencia plena y autonomía portuaria se describe como una 
opción caracterizada, por encima de la PP2a, por:

—  Se obliga a un número de dos operadores competidores e independientes para cada servicio 
portuario en aquellos casos en el que el número de operadores está limitado por razones de espacio.

—  Se refuerza el papel de coordinación central de las autoridades portuarias.
—  Cada autoridad portuaria tendría libertad para determinar la estructura y el nivel de las tasas de 

infraestructuras en función de sus propias prácticas comerciales (igual que en la PP2a).

6.  En la Exposición de Motivos de la propuesta de Reglamento se indica que la opción elegida es la 
PP2a con una variante para los servicios de transporte de pasajeros y de manipulación de carga.

I.3  Modelo de la propuesta de Reglamento.

1.  El Reglamento se aplicará a todos los puertos marítimos identificados en la propuesta de la 
Comisión sobre las Orientaciones de la Unión para el desarrollo de la Red Transeuropea de Transporte.

2.  Los servicios portuarios a los que les resultará de aplicación el Reglamento son:

—  Suministro de combustible.
—  Manipulación de carga.
—  Dragado.
—  Amarre.
—  Servicio de pasajeros.
—  Instalaciones receptoras portuarias.
—  Practicaje.
—  Remolque.

3.  La libre prestación de servicios será aplicable a todos los servicios portuarios, salvo a los servicios 
de manipulación de carga y a las terminales de pasajeros, de forma que los únicos requisitos a exigir se 
podrán referir exclusivamente a las cualificaciones profesionales, a los equipos necesarios, a la seguridad 
marítima, la seguridad general y la protección en el puerto y a los requisitos medioambientales.

4.  No obstante el principio anterior, podrá limitarse el número de proveedores del servicio por alguna 
de las razones siguientes:

—  Limitaciones de espacio (acreditadas a través de un plan de desarrollo del puerto).
—  Obligaciones de servicio público.

5.  Las obligaciones de servicio público que, en su caso, se establezcan por «la autoridad competente», 
designada por el Estado miembro, deberán estar claramente definidas, ser no discriminatorias y verificables 
y estar relacionadas con la disponibilidad (no interrupción del servicio durante el día, la noche, la semana 
y el año), accesibilidad a todos los usuarios o asequibilidad del servicio para determinadas categorías de 
usuarios.

En estos casos, dicha autoridad competente podría organizar y explotar comercialmente servicios 
portuarios concretos por sí misma a condición de que su actividad quede limitada al puerto o a los puertos 
en que imponga las obligaciones de servicio público. En tal caso, el proveedor de servicios portuarios se 
considerará un operador interno.

6.  Cualquier limitación del número de proveedores de un servicio portuario se ajustará a un proceso 
de selección (licitación) que estará abierto a todas las partes interesadas y será no discriminatorio y 
transparente. En estos supuestos el proveedor o proveedores seleccionados firmarán un contrato de 
servicios portuarios con el organismo gestor del puerto.

7.  En el caso de que los proveedores de servicios portuarios no hayan sido designados mediante un 
procedimiento de licitación pública y en el caso de los operadores internos, deberán tomarse medidas 
para garantizar que el servicio sea transparente y no discriminatorio. En particular, se deberá asegurar 
que el total de las tasas cobradas no exceda del total de los costes soportados más un beneficio razonable.

8.  Los organismos gestores de los puertos deberán establecer los cánones de infraestructura 
portuaria autónomamente y de acuerdo con sus propias estrategias comerciales e inversoras.
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9.  En cada puerto se establecerá un comité consultivo de usuarios del puerto. Este comité será 
consultado sobre la estructura y el importe de los cánones de infraestructura y en determinados casos de 
las tasas de servicios portuarios.

10.  Los Estados Miembros garantizarán que un organismo de supervisión independiente, que podrá 
ser un organismo ya existente, controle y vigile la aplicación del Reglamento.

I.4  Aspectos jurídico de la propuesta.

1.  La propuesta dice ajustarse al principio de subsidiaridad, si bien reconoce la naturaleza específica 
del sector portuario y las diferentes culturas locales existentes. Argumenta que las medidas adoptadas por 
los Estados miembros de manera individual no pueden garantizar la igualdad de condiciones en el seno 
del mercado interior de la UE, y tampoco pueden adoptar medidas para mejorar el rendimiento de los 
puertos ubicados en el mismo corredor transeuropeo, pero de otros Estados miembros.

2.  La propuesta jurídica es la de Reglamento y, por tanto, vinculante en su totalidad, lo que, a juicio 
de sus redactores, permite garantizar una aplicación uniforme y unas condiciones equitativas en el 
mercado interior. Reconoce, no obstante, que los Estados miembros y las autoridades públicas locales y 
regionales han sido tradicionalmente los actores implicados en el desarrollo y la gestión de las 
infraestructuras portuarias.

II.  Impacto de la Propuesta de Reglamento en el modelo portuario español. Compatibilidad con la 
legislación sectorial española.

II.1  El modelo portuario español.

1.  En líneas generales y por lo que hace referencia a los contenidos de la propuesta de Reglamento, 
el modelo portuario español se basa en:

—  Unas infraestructuras y una zona de servicio de titularidad pública (dominio público portuario), en 
la que es posible el uso privativo a través de un título concesional o autorización. Forman parte del 
dominio público estatal:

●  Los terrenos, obras e instalaciones portuarias fijas de titularidad estatal afectados al servicio de los 
puertos.

●  Los terrenos e instalaciones fijas que las Autoridades Portuarias adquieran mediante expropiación, 
así como los que adquiera por compraventa o cualquier otro título cuando sean debidamente afectados 
por el Ministerio de Fomento.

●  Las obras que el Estado o las Autoridades Portuarias realicen sobre dicho dominio.
●  Las obras construidas por los titulares de una concesión de dominio público portuario, cuando 

revierten a la Autoridad Portuaria.
●  Los terrenos, obras e instalaciones fijas de ayuda a la navegación marítima, que se afecten a 

Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias para esta finalidad.
●  Los espacios de agua incluidos en la zona de servicio de los puertos.

—  Unos servicios portuarios, que se llevan a cabo, en general y salvo situaciones muy excepcionales, 
por la iniciativa privada y para cuya prestación se requiere la obtención de la correspondiente licencia 
otorgada por la Autoridad Portuaria. Cuando se limita el número de prestadores, las licencias se otorgan 
por concurso. Las licencias incluyen la estructura tarifaria, tarifas máximas y criterios de revisión, si 
procede.

Los servicios portuarios considerados en la normativa portuaria española son los siguientes:

●  Servicio de practicaje.
●  Servicio de remolque portuario.
●  Servicio de amarre y desamarre.
●  Servicio al pasaje (embarque y desembarque de pasajeros, carga y descarga de equipajes y 

vehículos en régimen de pasaje).
●  Servicio de desechos generados por buques.
●  Servicio de manipulación de mercancías (carga, estiba, desestiba, tránsito marítimo y transbordo 

de mercancías).
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2.  Tal como se indica en el artículo 104 del Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, los 
servicios prestados en los puertos de interés general se clasifican en servicios generales, servicios 
portuarios, servicios comerciales y servicios de señalización marítima. Los servicios a los que se refiere la 
propuesta de Reglamento coinciden básicamente con los servicios portuarios de nuestra legislación 
específica, si bien en el Reglamento se incluye el servicio de dragado y el de suministro de combustible, 
que no son considerados servicios portuarios en la vigente Ley de Puertos.

3.  El régimen económico de los puertos españoles se basa en los siguientes principios:

—  Principio de autosuficiencia económica del sistema portuario en su conjunto y de cada una de las 
Autoridades Portuarias en un marco de autonomía de gestión económico-financiera de los organismos 
públicos portuarios.

Para garantizar la autosuficiencia económica del sistema portuario y de cada una de las Autoridades 
Portuarias, Puertos del Estado acuerda con cada Autoridad Portuaria, en los respectivos Planes de 
Empresa, los objetivos de rentabilidad anual, el rendimiento sobre el activo no corriente neto medio 
considerado como razonable y demás objetivos de gestión, atendiendo a la previsible evolución de la 
demanda, a las necesidades inversoras de cada Autoridad Portuaria derivadas de la misma, a sus 
características físicas y condiciones específicas y a su posición competitiva, teniendo en cuenta el objetivo 
de rentabilidad anual fijado para el conjunto del sistema portuario (2,5%, revisable en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado).

—  Existencia de un Fondo de Compensación Interportuario, que constituye el instrumento de 
redistribución de recursos del sistema portuario estatal y que se nutre de las aportaciones de las 
Autoridades Portuarias (80% de los ingresos devengados por la tasa de ayudas a la navegación 
correspondiente a las embarcaciones que por sus características les sea de aplicación la tasa del buque 
entre el 4% y el 12% del resultado de explotación del ejercicio, excluyendo las amortizaciones y otros 
resultados extraordinarios y algunos otros conceptos).

—  Las tarifas portuarias son tasas y, por tanto, además de por la legislación portuaria, se rigen por la 
Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, y la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, y las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de las mismas. Interesa, a estos efectos, 
destacar, por tanto, que los elementos esenciales de dichas tasas tienen reserva de ley (Ley de 
Presupuestos Generales del Estado). Dichas tasas son:

●  Tasa de ocupación, por la ocupación privativa del dominio público portuario.
●  Tasa de actividad, por el ejercicio de actividades comerciales, industriales y de servicios en el 

dominio público.
●  Tasas de utilización, por la utilización especial de las instalaciones portuarias. Estas son:

•  Tasa al buque.
•  Tasa al pasaje.
•  Tasa a la mercancía.
•  Tasa de la pesca fresca.
•  Tasa de las embarcaciones deportivas y de recreo.
•  Tasa por utilización especial de la zona de tránsito.

●  Tasa de ayudas a la navegación, por el servicio de señalización marítima.

Para todas estas tasas la vigente Ley de Puertos define, en el caso más general, el hecho 
imponible, el sujeto pasivo, la base imponible y la cuota íntegra. Además establece, cuando proceda, 
las bonificaciones y las exenciones.

Por último, cada Autoridad Portuaria propone en el marco del Plan de empresa anual tres coeficientes 
correctores que se aplican respectivamente a las cuantías básicas de las tasas del buque, del pasaje y de 
las mercancías, con las limitaciones establecidas en el artículo 166 del Real Decreto Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante.

4.  En el modelo portuario español, se establece un organismo de control y coordinación del sistema 
portuario de titularidad estatal, con escasos referentes internacionales, que es Puertos del Estado cuyo 
recurso principal es el 4% de los ingresos devengados por las Autoridades Portuarias en concepto de cv
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tasas, salvo en las Autoridades Portuarias situadas en el archipiélagos de Baleares y Canarias y en Ceuta 
y Melilla, en el que el porcentaje es del 2%.

5.  A pesar de la titularidad estatal de los puertos de interés general, el Presidente de cualquiera de 
las Autoridades Portuarias —en el que se residencia importantes funciones—, es propuesto al Ministro de 
Fomento por el Consejo de Gobierno de cualquiera de las Comunidades Autónomas quien nombrará al 
propuesto, dándose el caso de que las Comunidades Autónomas y entres locales disponen también de 
más vocales que la Administración General del Estado en sus Consejos de Administración.

II.2  Incidencia de la propuesta de Reglamento en el modelo Portuario español.

1.  Por lo que se refiere a la prestación de servicios portuarios:

—  El proyecto de Reglamento resulta de aplicación para todos los servicios portuarios contemplados 
en el artículo 108, del Real Decreto Legislativo 2/2011, de septiembre. Además se aplica al suministro de 
combustible y al dragado, que no son considerados servicios portuarios en la legislación española.

—  La propuesta de Reglamento y el modelo portuario español comparten el mismo principio de libre 
prestación de servicios. En el Reglamento los únicos requisitos a exigir se refieren exclusivamente a las 
cualificaciones profesionales, a los equipos necesarios, a la seguridad marítima, la seguridad general y 
protección del puerto y a los requisitos medioambientales. En la legislación española estos requisitos se 
remiten al Pliego Regulador y a las Prescripciones Particulares del servicio correspondiente, los cuales 
pueden incluir cláusulas que van más allá de las exigidas en el Reglamento.

—  La propuesta de Reglamento permite limitar el número de proveedores del servicio por limitaciones 
de espacio, acreditadas a través de un plan de desarrollo del puerto, o por obligaciones de servicio 
público. En la legislación española también se permite limitar el número de prestadores de servicios 
portuarios «atendiendo únicamente a razones de disponibilidad de espacios, de capacidad de las 
instalaciones, de seguridad, de normas medioambientales o por otras razones objetivas relacionadas con 
las condiciones de competencia y, en todos los supuestos, debidamente motivadas». Queda claro, pues, 
que el proyecto de Reglamento es mucho más restrictivo a la hora de permitir limitar el número de 
prestadores.

—  Tanto el proyecto de Reglamento como la legislación portuaria vigente establecen que, en el caso 
de que se limite el número de prestadores de servicio, el acceso se realizará a través de una licitación no 
discriminatoria y transparente. La única diferencia, cuyo alcance jurídico habrá que establecer, es que en 
el Reglamento se indica expresamente que el prestador o prestadores seleccionados firmarán un contrato 
de servicios portuarios con el organismo gestor del puerto, mientras que en la legislación española, el 
título habilitante es una licencia.

—  En el proyecto de Reglamento se establece una cláusula especialmente relevante (ver el inciso 
noveno del apartado 3.1 de la Exposición de Motivos del proyecto de Reglamento, que sorprendentemente 
no aparece en el Artículo 13: tasas por servicios portuarios) que no está desarrollada en la legislación 
española, según la cual si los prestadores del servicio no han sido designados mediante un proceso de 
licitación pública se han de tomar las medidas necesarias para garantizar que el servicio sea transparente 
y no discriminatorio, de tal forma que «el total de las tasas cobradas no exceda del total de los costes 
soportados más un beneficio razonable».

En efecto, si la Autoridad Portuaria, en este caso española, no limita el número de prestadores por 
entender que no se dan los requisitos para ello establecidos en nuestra legislación, los primeros prestadores 
crean de hecho una barrera económica —sobre todo si se trata de un servicio intensivo en capital— que 
puede desincentivar la presencia de nuevos prestadores, posibilitando que los ya instalados tengan una 
posición dominante. La propuesta de Reglamento presenta un criterio de equivalencia al coste más un 
rendimiento razonable para establecer la tarifa del servicio.

Este criterio no está tan desarrollado en la legislación española, que en general plantea «tarifas 
máximas», muy alejadas del coste real de prestación del servicio para determinados volúmenes de tráfico, 
así como principios de transparencia y de no discriminación, pero sin mayor nivel de concreción.

—  Las obligaciones de servicio público que, en su caso se impongan, de conformidad con el proyecto 
de Reglamento, pretenden garantizar en la prestación de dicho servicio la (sin interrupción durante el día, 
noche, la semana y el año), la disponibilidad del servicio para todos los usuarios y un precio asequible 
para determinadas categorías de usuarios. Sin embargo, en la legislación española de puertos, las 
obligaciones de servicio público se vinculan también con la cobertura universal, la continuidad y regularidad 
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junto con el sometimiento a la potestad tarifaria de la Autoridad Portuaria, pero introduce dos elementos 
añadidos: cooperación con la Autoridad Portuaria y la Administración Marítima y, en su caso, con otros 
prestadores de servicio, en labores de salvamento, extinción de incendios y lucha contra la contaminación; 
y colaboración en la formación práctica del servicio con los medios adecuados (requisito que se incluye 
en el proyecto de Reglamento pero no como obligación de servicio público).

—  La exclusión del servicio de manipulación de mercancías del ámbito de la libre prestación de 
servicios parece confirmar el criterio de la Comisión de no legislar sobre esta materia —dada la conflictividad 
que generó los intentos pasados— y estudiar caso a caso. En concreto, España está sometida en estos 
momentos a un proceso de infracción ante el Tribunal Europeo por el modelo vigente de estiba.

2.  Por lo que se refiere al régimen económico de los puertos españoles:

—  El Artículo 14.3 del proyecto de Reglamento establece que el «organismo gestor del puerto —en el 
caso de España, la Autoridad Portuaria— deberá definir de forma autónoma la estructura y el nivel de los 
cánones de la infraestructura portuaria con arreglo a su propia estrategia comercial y plan de inversiones 
que reflejen las condiciones competitivas del mercado». Esto choca frontalmente con la normativa 
española. En primer lugar, las cargas económicas por la utilización de las infraestructuras portuarias son 
tasas cuyos elementos esenciales tiene reserva de Ley, tal como ha establecido en sendas Sentencias el 
Tribunal Constitucional, de forma que cualquier modificación de las mismas, incluso en cuantía, se ha de 
hacer en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. En segundo lugar, según el procedimiento 
establecido en la Ley de Puertos, la elaboración del anteproyecto de Ley de Presupuestos, en lo que hace 
referencia a las tasas portuarias, pasa por los Planes de Empresa que pactan las Autoridades Portuarias 
con el ente Puertos del Estado, en la que se fija, entre otras cosas, la rentabilidad de aquéllas, coeficientes 
correctores, etc.

—  El proyecto de Reglamento obliga que en cada Estado Miembro se cree un organismo de 
supervisión independiente de cualquier organismo gestor del puerto y de los proveedores de servicios 
portuarios, de forma que en los Estados miembros en los que éstos conserven la propiedad o el control 
de los puertos o los organismos gestores del puerto se garantizará una separación estructural efectiva 
entre las funciones relativas a la supervisión y al control del Reglamento y las actividades asociadas a 
dicha propiedad o dicho control.

Como se ha indicado, en la legislación española, la titularidad de los puertos es del Estado, si bien 
éste no ejerce un control total efectivo habida cuenta los criterios de nombramiento y designación de sus 
presidentes y de la composición de sus consejos de administración. Además el ente Puertos del Estado, 
encargado de la coordinación y control del sistema portuario —concepto completamente ignorado en el 
texto del proyecto de Reglamento— y de la aplicación de la política del Gobierno ve cercenada de forma 
muy importante sus funciones y, además, no podría, en tu actual configuración, jugar el papel de Organismo 
de supervisión independiente al que se refiere el Reglamento.

Con el modelo de la propuesta, en el caso español, el Estado como titular de la competencia no 
jugaría ningún papel en la fijación, por ejemplo, de las tasas de infraestructura, perdiendo con ello la 
posibilidad de incardinar ésta en el ámbito superior de la política de import-export.

No parece tener en cuenta el proyecto de Reglamento que en la mayoría de los puertos españoles 
—la situación en otros puertos europeos no debe ser muy diferente— hay un porcentaje muy importante 
de tráficos cautivos, que hacen que puedan existir intereses contrapuestos entre la observación del órgano 
gestor del puerto y los prestadores privados de servicios portuarios en dicho puerto y la observación a 
nivel de sistema, considerando los puertos como elementos esenciales en la competitividad de nuestras 
importaciones y exportaciones.

—  Habrá que analizar, por otro lado, la compatibilidad del Fondo de Compensación Interportuario 
establecido en la legislación española con el concepto de autonomía portuaria que parece desprenderse 
del proyecto de Reglamento y, sobre todo, si su contrapartida —la exención del impuesto de sociedades— 
puede considerarse o no como ayuda de Estado.

3.  En conclusión: la propuesta de Reglamento supone una modificación muy sustancial del modelo 
portuario español y no tiene en cuenta las peculiaridades del mismo. Por otro lado, no aporta ningún 
nuevo elemento que permita superar o mejorar la competitividad de los puertos españoles, ni del sistema 
portuario en su conjunto, en lo que hace referencia a la distribución de tráficos entre los puertos europeos.
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III.  Aspectos jurídicos: Aplicación del Principio de Subsidiariedad.

Aunque estos aspectos exceden del ámbito de este informe, es necesario indicar que en materia 
portuaria, los modelos de titularidad y de gestión de los puertos obedecen a un conjunto complejo de 
circunstancias históricas, geopolíticas, económicas, laborales, etc., que hace muy difícil un ejercicio 
homogeneizador como parece pretender el proyecto de Reglamento.

De hecho, hay puertos en Europa de titularidad estatal, regional, municipal y privados (los principales 
puertos ingleses), con modelos de gestión tipo «landlord» y «toolport», modelos mixtos, etc., cada uno de 
los cuales tiene su propia racionalidad.

De hecho según los contenidos del proyecto de Reglamento, la integración de alguno de dichos 
puertos en la RTE-T no supondrá la pérdida de sus peculiaridades, ni creemos que exija ninguna 
uniformización de modelos, por lo que estimamos que no resulta necesario ningún Reglamento sectorial 
que regule la actividad, siendo suficientes la aplicación al sector portuario de los Principios del Tratado y 
las disposiciones (directivas y reglamentos) de carácter general vigentes. De hecho la base jurídica en la 
que se basa el proyecto de Reglamento se encuentra en el artículo 100, apartado 2 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. Los artículos 58, 90 y 100 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea hacen extensivos a los puertos los objetivos de un verdadero mercado interior en el 
contexto de la política común de transportes. En las RTE-T se integran otros modos de transporte y 
tampoco en ellos parece necesario plantear un modelo uniforme de gestión.

CONCLUSIÓN

Por los motivos expuestos, la Comisión Mixta para la Unión Europea entiende que la Propuesta de 
Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se crea un marco sobre el acceso al 
mercado de los servicios portuarios y la transparencia financiera de los puertos, no es conforme al principio 
de subsidiariedad establecido en el vigente Tratado de la Unión Europea.

El presente Dictamen motivado será trasladado al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión 
Europea, dentro del marco del diálogo político entre los Parlamentos nacionales y las instituciones de la 
Unión Europea.
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